PROMUEVE DEMANDA. SOLICITA MEDIDA CAUTELAR.
Sr Juez:

La Federación Nacional de Docentes Universitarios, representada en este acto por Carlos Alberto De Feo, DNI nº 7.688.619, con domicilio en Pasco 255 C.A.B.A., con el patrocinio letrado de su apoderado, Leandro Martín Macia, DNI 25.441.438, Tº 90 Fº 964 C.P.A.C.F., IVA responsable inscripto, CUIT 20-25441438-8, constituyendo domicilio en Lavalle 1474, 2º “B” C.A.B.A., zona 108 y domicilio electrónico en el CUIT citado, al Sr. Juez se presentan y dicen:  

I.- OBJETO.
Que vengo por la presente a entablar acción de amparo requiriendo se disponga la nulidad del decreto 54/2017 dictado por el Estado Nacional, contra quien se dirige la presente y tiene domicilio en Balcarce 50 de la C.A.B.A., por resultar absolutamente contrario a derecho e inconstitucional afectando las más elementales garantías republicanas y democráticas, así como por lesionar los derechos de mis representados, en particular los tutelados por los arts. 14 bis, 17, 18 y 75 incs. 19 y 22 99 inc. 3) y 109 de la Constitución Nacional, conforme las consideraciones que se realizarán debajo.

Asimismo, solicitamos se dicte una medida cautelar consistente en que se suspendan los efectos del precitado decreto hasta que se resuelva la acción de fondo, y una medida precautelar en idénticos términos, requiriéndose desde ya que la misma se extienda hasta el dictado de la medida cautelar en cuestión.
II.- LEGITIMACIÓN ACTIVA.
La Federación Nacional de Docentes Universitarios (CONADU) posee la Personería Gremial N° 1517, otorgada mediante Resolución MTySS N° 1031/93, que le confiere la representación de los intereses colectivos de los trabajadores docentes universitarios en los términos de la ley 23.551 y su estatuto en su art. 9 inc a), que  establece como uno de sus objetivos el bregar por la defensa de la democracia representativa y las instituciones republicanas en el marco de la Constitución Nacional e inc. g), que dispone “Procurar la estabilidad laboral y la obtención de condiciones justas y dignas de trabajo y en el momento de retiro de la actividad docente, de investigación y artística”. 
Nos hallamos legitimados por cuanto mediante el decreto en cuestión altera la forma republicana de Gobierno al vulnerar el Poder Ejecutivo Nacional la división de poderes al pretender legislar por vía de un DNU, soslayando al Poder Legislativo Nacional, encargado de dictar las leyes conforme lo establecido por la Carta Magna. Vale decir que el PEN ha actuado en violación a lo dispuesto en el artículo 99, inciso 4 de la Constitución Nacional vulnerándose así el  sistema republicano y federal de Gobierno. 


En tal sentido la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha entendido que la simple calidad de ciudadano en casos como en el de autos se lesionen expresas disposiciones constitucionales poniendo en juego la forma republicana de gobierno le da suficiente legitimidad para interponer una acción como la que se persigue en autos teniendo en tales casos un interés concreto, directo e inmediato configurándose en autos la existencia de un “caso”, requisito para habilitar la intervención de V.S. 


Así en los autos “COLEGIO DE ABOGADOS DE TUCUMAN C/HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE DE TUCUMAN” del 14 de abril de 2015, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido que cuando –cito textual- “han sido lesionadas expresas disposiciones constitucionales que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno, poniendo en jaque los pilares de la arquitectura de la organización del poder diagramada en la Ley Fundamental, la simple condición de ciudadano resultaría suficiente para tener por demostrada la existencia de un interés "especial” o "directo” • Ello es así ya que, cuando están en juego las propias reglas constitucionales "no cabe hablar de dilución de un derecho con relación al ciudadano, cuando lo que el ciudadano pretende es la preservación de la fuente de todo derecho. Así como. todos los ciudadanos están a la misma distancia de la Constitución para acatarla, están también igualmente habilitados para defenderla cuando entienden que ella es desnaturalizada, colocándola bajo la amenaza cierta de ser alterada por maneras diferentes de las que ella prevé (Fallos: 317:335 y 313:594, disidencias del juez Fayt)” .
Por otro lado nuestra legitimación surge de la representación que la propia Federación ejerce en tanto Organización Sindical con personería gremial que representa a todos los trabajadores docentes universitarios del país, a los que en tal carácter se lesiona sus derechos al vulnerarse su derecho de acceso a la jurisdicción y a la integridad psicofísica.
Por lo demás, es menester destacar que la Corte Suprema ha admitido en reiterada y pacífica jurisprudencia la legitimación activa de las Asociaciones especiales, ello, de conformidad con lo previsto por el artículo 43 de nuestra Constitución Nacional, tanto cuando accionen por vía de amparo como por vía de acciones declarativas de inconstitucionalidad, atento la finalidad de ambos procesos constitucionales. Más recientemente, la Corte Suprema ha destacado que la legitimación como la invocada por mi  parte, alcanza a aquellos supuestos en los que, como ocurre en autos, se "denuncia que han sido lesionadas expresas disposiciones constitucionales que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno, poniendo en jaque los pilares de la arquitectura de la organización del poder diagramada en la Ley Fundamental", ante los cuales "la simple condición de ciudadano resultaría suficiente para tener por demostrada la existencia de un interés "especial o "directo" (Colegio de Abogados de Tucumán c/ Honorable Convención Constituyente de Tucumán y otro, 14/4/2015).

Puesto que, ha señalado el Más Alto Tribunal, "la Constitución Nacional adopta el sistema republicano, lo que implica la división de poderes y las reglas institucionales que de ello se derivan, todo lo cual sería inútil si no reconocieran acciones para su protección efectiva (Fallos: 327:3677; 330:1989)".



"En tales condiciones -concluyó la Corte-, las instituciones reflejadas en el estatuto del poder constitucional constituyen un sistema de gobierno cuya tutela debe estar protegida de un modo acorde a su especial y trascendente naturaleza. En la Constitución originaria dicha protección descansaba en el funcionamiento del sistema democrático, y en la convicción de que ello era suficiente. La experiencia histórica ha demostrado que también es necesaria la intervención de los poderes judiciales estableciendo límites a través del control de constitucionalidad de las leyes, lo que fue expresado claramente por esta Corte (CSJ 369/2013 (49-R) "Rizzo, Jorge Gabriel, fallada el 18 de junio de 2013).



Ello así, puesto que "la Constitución Nacional no admite la validez de una voluntad popular expresada sin respetar los principios del Estado de Derecho ni permite que las mayorías puedan derogar los principios fundamentales sobre los que se basa la organización republicana del poder y la protección de los ciudadanos." 


III – COMPETENCIA.
La aptitud jurisdiccional del fuero para intervenir en las presentes actuaciones surge clara del artículo 20 de la Ley 18.345, que expresamente prevé la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo en “…las causas contenciosas en conflictos individuales de derecho con independencia de las partes –incluso Nación, sus reparticiones autárquicas, Ciudad de Buenos Aires y cualquier ente público- por demandas fundadas en los contratos de trabajo, convenciones colectivas de trabajo... o disposiciones legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo…” 

A su turno, el artículo 21 de la L.O. subraya en su inciso a) la competencia de la Justicia del Trabajo en las causas en las que tenga influencia decisiva la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo.

Cabe precisar que el reclamo impetrado se fundamenta en preceptos de derecho del trabajo, que se en términos constitucionales tiene identidad con el término empleo y que se encuentra especialmente tutelado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en los Convenios de la Organización del Trabajo (OIT), como así también requiere la interpretación y alcance que cabe asignar a determinados preceptos del Convenio Colectivo General para los Docentes de las Instituciones Universitarias Nacionales, homologado por Decreto N° 1.246/2015, y los efectos que sobre el mismo tiene la normativa en cuestión, encontrándose la misma vinculada a lo dispuesto por el art. 54 del citado Convenio, lo que importa la afectación de la normativa en dicho acuerdo colectivo.

A mayor abundamiento, se destaca que, lejos de tratarse de una referencia meramente tangencial del referido acuerdo convencional, la recta aplicación de sus disposiciones resulta fundamental para la resolución del presente, teniéndose presente que se trata de un mecanismo integral en lo que hace a la seguridad de los trabajadores y como esta juega respecto de la integralidad del trabajador, tanto respecto a la prevención de accidentes como a la reparación una vez sufrido el mismo.

Por lo demás, no puede obviar considerarse que la adecuada protección de los derechos e intereses de trabajadores y trabajadoras requiere necesariamente el acceso a un tribunal idóneo, versado en la materia e imbuido en los principios y postulados que dieron origen a la disciplina, siendo inviable desde la óptica constitucional, que erige al trabajador como sujeto de preferente tutela, someterlo a tribunales no versados en el análisis e interpretación del conflicto jurídico derivado de una relación laboral o de empleo y de los regímenes de reparación a los trabajadores afectados en su integridad, tanto como la imposición de normativa ritual propia de otras disciplinas, siendo indubitable que los principios especiales del derecho del trabajo tienen su reflejo singular en el procedimiento laboral, que tiende a asegurar al litigante más débil el acceso a la justicia en paridad de condiciones con la contraparte más fuerte. 

Sobre el punto, cabe hacer mención a un reciente pronunciamiento de la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en donde se ha analizado in extenso la competencia del fuero en cuestiones de similares aristas al presente. 

Así, se ha señalado en autos “Bujia Noelia Alejandra Verónica c/ Estado Nacional Presidencia de la Nación SEDRONAR s/ medida cautelar” (30/12/2013):

-
En modo alguno puede entenderse que el artículo 20 de la Ley 18.345 haya pretendido acotar la jurisprudencia del Fuero a los asuntos regidos por la Ley de Contrato de Trabajo, ello por cuanto la ley ritual fue promulgada el 12 de septiembre de 1969, esto es, cinco años antes de que lo fuera la Ley 20.744

-
 “… tampoco surge del art. 20 de la Ley 18.345 que las convenciones colectivas en las que se funde la demanda deban estar regidas por la ley 14.250, por lo que no corresponde distinguir donde la ley no distingue”.

-
 “…no es posible soslayar que la simple lectura del artículo 14 bis de la Constitución Nacional revela que, a la hora de establecer garantías, el constituyente no diferenció entre trabajadores que se desempeñan para empleadores privados, o quienes lo hacen para el Estado en sus distintos niveles. Por el contrario, si alguna diferencia efectuó, fue para agregar en el caso del empleado público la garantía de estabilidad, por lo que esta última debe ser entendida como un escalón más de derechos respecto del resto, pero nunca para privar al empleado público de los demás derechos establecidos para el privado”.

-
“…el principio protectorio, que es considerado el fundamental y base de todos los demás reconocidos, ha sido receptado precisamente en el art. 14 bis Const. Nacional, cuando afirma que “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador.”. Que, en consecuencia, el empleado público también debe ser considerado “sujeto de preferente tutela”, como lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente “Vizzoti, Carlos A. c. AMSA S.A”, conclusión que el Alto Tribunal consideró no sólo impuesta por el art. 14 bis, “sino por el renovado ritmo universal que representa el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que cuenta con jerarquía constitucional a partir de la reforma constitucional de 1994 (Constitución Nacional, art. 75 inc. 22)”.

-
“…si el empleado público está amparado por el art. 14 bis Constitución Nacional, y en consecuencia su relación dependiente con la administración debe ser regida por normas que recepten los principios del derecho del trabajo, en especial el protectorio y todos los que del mismo se derivan; si esas normas deben tener en cuenta que el empleado público está amparado por todas las garantías establecidas en el art.14 bis Constitución Nacional, con el agregado en este caso de la que hace a su estabilidad; si todo ello implica admitir que en tanto trabajador dependiente, el empleado público es parte de una relación asimétrica, tal como le sucede a cualquier trabajador frente a su empleador, lo que justifica la existencia de un derecho especial que tienda a efectivizar la “preferente tutela” de la que debe ser objeto; en ese caso no se puede negar que los conflictos vinculados con el empleo público deben ser competencia de la Justicia del Trabajo, en tanto rama especializada precisamente en relaciones en las que rige el orden público laboral y que cuenta con magistrados formados en los principios del derecho del trabajo, y con normas de procedimiento que receptan los requerimientos del principio protectorio también en la norma adjetiva.

-
“…no se requiere que la relación laboral en cuestión esté regida por la Ley de Contrato de Trabajo, en tanto los Jueces del Fuero no son Jueces de la Ley de Contrato de Trabajo, tal como queda demostrado cuando se asume sin controversias la competencia para dirimir asuntos regidos por el Estatuto del Periodista, por el Estatuto del Trabajador Rural, y tantas otras normas estatutarias, al igual que lo es la Ley 25.164”.

-
“…teniendo en cuenta lo expuesto en los considerandos precedentes, la cuestión sometida a decisión guarda correlato con el criterio sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Asociación Trabajadores del Estado c/Superintendencia de Seguros de la Nación, Ministerio de Economía y Producción de la Nación”, de fecha 23 de febrero de 2010, en el que adhiriendo a los términos del Dictamen de la Procuradora Fiscal Dra. Marta A. Beiró de Goncalvez, decretó la competencia del Fuero del Trabajo para entender en dichos actuados, ello en virtud de que el reclamo exigía la interpretación del Convenio Colectivo de Trabajo homologado por Decreto 214/06. Que, en línea con los argumentos vertidos supra, se sostuvo en el precedente citado que se trataba de la interpretación de un convenio colectivo de trabajo, que por su naturaleza estrictamente laboral, exigía una hermenéutica de jueces especializados en la materia”.

-
“En este contexto, no se encuentra fundamento para desplazar lo expresamente previsto por el art. 20 de la ley 18.345, por lo que…cabe concluir que corresponde decretar en este caso la competencia del Fuero del Trabajo para entender en los reclamos de la demanda incoada”. 

Desde ya, y para el hipotético caso que V.S. considere que no resulta competente, solicitamos remita las actuaciones al fuero que considere debe entender en las mismas.
IV.- LA NULIDAD INSANABLE DEL DNU 54/2017.



a) De la falta de cumplimiento de los requisitos para el dictado de un Decreto de Necesidad y Urgencia.



En primer término debe señalarse que no se encuentran reunidos en el caso los requisitos que impone la propia Constitución Nacional en su art. 99 inc. 3) para el dictado de un tal Decreto.

En efecto, la Constitución Nacional en el mencionado artículo ha dispuesto que “Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o de régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros.”

En el caso, como luce evidente, no existe ni la imposibilidad de seguir los trámites ordinarios que prevé la Carta Magna ni existen razones que hagan necesario o urgente el mismo.

Es de destacar que el decreto siquiera refiere por qué no se podía continuar el trámite legislativo ya iniciado –ya sea en sesiones ordinarias o en el llamado a extraordinarias- ni en qué consiste la necesidad y la urgencia que justifiquen su dictado, pretendiéndose así que la necesidad y urgencia no tienen que ser publicitadas y se deben corresponder con el mero arbitrio del Sr. Presidente de la Nación y de su Gabinete.

Por lo demás, no puede dejar de remarcarse que existe un trámite parlamentario inconcluso para el dictado de una norma semejante, como es de público conocimiento, y que su recorrido demuestra que no resultaba imposible en absoluto seguir con el mismo, restando sólo la decisión de la Cámara de Diputados de la Nación. Añádase –cuestión que tomo estado público- que fueron convocadas sesiones extraordinarias (conforme se publicara en el Boletín Oficial del día 08/02/17) para proseguir con su tratamiento, lo que pone aún más en evidencia que no nos encontrábamos ante la imposibilidad expresada por el texto de la Constitución.

De las tales condiciones y del objetivo para reducir el presidencialismo que tuvo el constituyente ha dado clara cuenta la CSJN, que por su claridad se cita lo expuesto en el fallo “Consumidores Argentinos c/EN – PEN – Dto. 558/02-SS – ley 20.091 s/ amparo ley 16.986”, de fecha 19/05/10, en el que se ha dicho respecto del texto constitucional que “...es elocuente y las palabras escogidas en su redacción no dejan lugar a dudas de que la admisión del ejercicio de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo se hace bajo condiciones de rigurosa excepcionalidad y con sujeción a exigencias formales, que constituyen una limitación y no una ampliación de la práctica seguida en el país (“Verrocchi”). Así, para el ejercicio válido de esta facultad de excepción, el constituyente exige –además de la debida consideración por parte del Poder Legislativo- que la norma no regule materia penal, tributaria, electoral o del régimen de los partidos políticos, y que exista un estado de necesidad y urgencia.”, para dar cuenta que es materia de revisión jurisdiccional el cumplimiento de los tales requisitos.

Debe añadirse que la introducción de estándares judicialmente verificables por parte del Constituyente importa la obligación de fundamentación por parte del PEN de haberse dado tal presupuesto, puesto que caso contrario se le estaría pidiendo al Sr. Juez que intuya cuales son las razones que hicieron necesario y urgente el dictado de una norma por tal vía de excepción.

Debe apuntarse que la eventual ratificación del DNU por parte del Poder Legislativo no subsana los vicios aquí apuntados, teniendo presente que el segundo párrafo del inc. 3 del art. 99 CN dispone la nulidad absoluta e insanable de toda disposición legislativa por parte del PEN, por lo que la tal convalidación no conferirá virtualidad si se encuentra que su Dictado vulneró la normativa referida.
b) Falta de razonabilidad.
Como se ha señalado el decreto en cuestión y sus fundamentos en ocasión alguna dan cuenta de la imposibilidad de tratamiento legislativo requerido ni la necesidad y urgencia que requiere la constitución como requisito para esta excepcional forma de legislar.

Además de ello, que de suyo importaría la nulidad de la norma en su totalidad por importar un atropello contra la forma republicana de gobierno que dispone el texto constitucional, el decreto siquiera funda las razones para su dictado o lo hace en meras expresiones de las que no se da clara cuenta.

En tanto acto administrativo y como tal susceptible de revisión judicial, toda normativa tiene que tener sus razones y estas ser adecuadas a los fines que se persiguen.

En el caso, y como se ha referido, prácticamente no se han dado razones.

Las que se han dado, se han brindado como explicación axiomática sin respaldo de ningún tipo.

En efecto, en los párrafos 10 y 11 de los considerandos del decreto se refiere que “…la mayoría de las contingencias amparadas por la Ley de Riesgos del Trabajo se reclaman a través de demandas laborales que evitan la obligatoria intervención previa de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales.” y que tal situación debe revertirse.

Debe subrayarse que no se precisa estadística alguna pese a que el Estado Nacional posee los organismos y mecanismos a partir de los cuales fácilmente puede establecerse una estadística que dé cuenta de una tal situación. La mera mención pareciera importar una simple sensación que tienen quienes están a cargo del PEN –mayormente de procedencia empresarial- más que un dato cierto que amerite un replanteo.

Ello sin perjuicio que el recurso a la jurisdicción para alcanzar justicia no debiera importar de suyo una situación a ser reparada.

Además, aquello sólo sería problemático de existir gran cantidad de accidentes, problemática mayor y que ameritaría otro tipo de respuesta muy distinta a intentar restringir el acceso a la justicia por parte de los trabajadores. A tal respecto debe destacarse que el art. 75 en su inc. 19 impone que la normativa debe tender al progreso con Justicia Social y en este caso se ha optado por el beneficio a las aseguradoras de riesgos de trabajo y/o la empresa, contra la prevención del trabajador que se accidenta, lo que importa de suyo un atentado contra la Justicia Social.

No puede dejar de mencionarse que recientemente ha tomado estado público un estudio que determina que sólo el 16% de los accidentados recurre a la Justicia, lo que desmentiría la afirmación que parece ser fuente de la normativa en crisis (http://www.ambito.com/871665-art-solo-el-16-de-los-accidentes-termina-en-juicio).

Por lo demás, lejos de ponerse orden al sistema se colabora en la construcción del enjambre normativo que hoy compone el sistema de riesgos de trabajo, lo que lo aleja de quienes son sus pretensos beneficiarios, los trabajadores. Esto atenta contra el propio acceso y posibilidad de control de un sistema que se supone, integra el de la Seguridad Social, poniéndolo a distancia de los objetivos y principios que integran la misma.
V.- DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LAS DISPOSICIONES DE LA NORMATIVA.
Sin perjuicio de lo anteriormente referido y para el poco probable caso que V.S. entienda que no resulta nula la norma en cuestión, se plantea la inconstitucionalidad de lo que disponen los arts. 1, 2 y 3 del Decreto en cuestión en virtud de las razones que se vierten a continuación.
a) Inconstitucionalidad de las Comisiones Médicas.
La competencia jurisdiccional que el DNU confiere a las Comisiones Médicas resulta claramente contrario las Disposiciones Constitucionales que atribuyen la jurisdicción al Poder Judicial, por lo que la normativa impugnada –en tanto el PEN se arroga la atribución de legislar- pretende concentrar los tres poderes en el Poder Ejecutivo.

No desconoce esta parte que se ha admitido que el PEN ejerza cierta actividad jurisdiccional pero en el caso estas exceden largamente las que la propia CSJN le reconociera en el caso “Fernández Poggio”.

Claramente un ámbito integrado por profesionales de la medicina mal pueden administrar justicia ni entender en cuestiones jurídicas. Esta composición implica de suyo una vulneración al derecho de acceso a la justicia. 

Por lo demás y tal como lo ha referido la CSJN en autos “Angel Estrada y Cía. S.A. c/resol. 71/96 – Sec. Ener. y Puertos”, sentencia del 05/04/05, “No cualquier controversia puede ser válidamente deferida al conocimiento de órganos administrativos, con la mera condición de que sus decisiones queden sujetas a un ulterior control judicial suficiente.”, señalando que para no vulnerar los arts. 18 y 109 de la CN esos organismos deben haber “…sido creados por ley, su independencia e imparcialidad estén aseguradas, el objetivo económico y político tenido en cuenta para crearlos (y restringir así la jurisdicción que la Constitución Nacional atribuye a la justicia ordinaria) haya sido razonable y, además sus decisiones estén sujetas a control judicial amplio y suficiente.”

Ninguno de los extremos se cumplen. La normativa dispone que las ART sostengan a las Comisiones médicas, lo que importa una restricción en su independencia e imparcialidad o por lo menos la percepción de tales cualidades por parte del justiciable, el objetivo económico y política resulta lesivo del objetivo de justicia social que impone la constitución –conforme aquí se señala- y sus decisiones no se encuentran sujetas a control judicial amplio y suficiente, tal como se apuntará debajo.

Hacemos propias las palabras del Máximo Tribunal en los autos citados cuando da cuenta que “Que conviene recordar que la atribución de la jurisdicción primaria a organismos administrativos (doctrina tomada de E.E.U.U.) se justifica cuando la resolución de la controversia presuponga la familiaridad con hechos cuyo conocimiento haya sido confiado por la ley a cuerpos expertos, debido a que su dilucidación depende de la experiencia técnica de dichos cuerpos; o bien porque están en juego los particulares deberes regulatorios encomendados por el Congreso a una agencia de la administración; o cuando se procure asegurar la uniformidad y consistencia en la interpretación de las regulaciones políticas diseñadas por la agencia para una industria o mercado particular, en vez de librarla a los criterios heterogéneos o aun contradictorios que podrían resultar de las decisiones de jueces de primera instancia (confr. doctrina de los casosTexas Pacific Railway v. Abilene Cotton Oil., 204 U.S. 426; Far East Conference v. United States, 342 U.S. 570; Weinberger v. Bentex Pharmaceuticals, Inc., 412 U.S. 645).

Por el contrario, la Suprema Corte de los Estados Unidos entendió que el principio de la jurisdicción primaria no rige cuando la cuestión controvertida es ajena al régimen propio de las agencias. Así, en el caso Nader v. Allegheny

Airlines, Inc. (426 U.S. 290, 306), dicha Corte estableció que no correspondía

someter a la jurisdicción primaria de la Civil Aeronautics Board (CAB) la determinación de si una línea aérea había incurrido en un engaño fraudulento

al no informar que podía "sobrevender" sus vuelos e impedir el embarque de

pasajeros con reservas confirmadas. En este sentido, la Corte argumentó que

no justificaba someter este tema a la jurisdicción primaria de la CAB, desde que para resolver el caso no se necesitaba contar con la experiencia y especialización de dicha agencia. Agregó que "la aplicación de los estándares que rigen una demanda por prácticas fraudulentas corresponde a la competencia convencional de los tribunales ordinarios" y que "el criterio técnico de un cuerpo experto no parece ser útil para la aplicación de estos estándares a los hechos del caso".
La integración de las Comisiones Médicas por profesionales de la medicina claramente no cumple con tales recaudos cuando en la materia y respecto a la naturaleza de la enfermedad o el accidente existen cuestiones que largamente exceden su campo de experticia.
b) Falta de acceso a la Justicia.
i- Del trámite y su extensión.



Los arts. 1° y 2° del decreto impugnado crean un sistema administrativo que –amén de la inconstitucionalidad que de suyo vale tildar a las comisiones médicas conforme se hará más adelante- resulta en extremo extenso y tiende a frustrar los derechos de los trabajadores, quienes resultan los sujetos de preferente tutela constitucional (cfr. ha concluido con precisión la Corte Suprema in re “Vizzoti”).



Es de destacar que la primera instancia del reclamo en el actual sistema es la propia ART, que evalúa si el accidente laboral o enfermedad profesional revistieron el tal carácter, si existe una incapacidad y cuál sería la extensión de la misma. Vale decir que en primera instancia resolvería directamente una de las partes que, siendo una empresa con fines de lucro atenderá primigeniamente el objetivo para el que fuera creado.



Las Comisiones Médicas serán pues una instancia revisora respecto de lo decidido por las ART en relación con el reclamo que le fuera presentado, poniendo pues más distancia entre el trabajador y la posibilidad de acceder a la Justicia.



Esta circunstancia torna de por sí inválido el sistema que disponen los arts. 1 y 2 del decreto, pero lo que resulta más gravoso y un retroceso claro en los derechos es el efecto suspensivo del recurso que pudieran interponer las ART y que frustrarían el acceso inmediato del trabajador a una reparación en condiciones de doble debilidad –por su carácter de trabajador y por ser víctima o padeciente de un accidente o enfermedad-.



Por lo demás si lo que se encontrar controvertido fuese el “alta” dado por la ART y el trabajador y las comisiones médicas considerasen que este no puede retomar tareas directamente se priva al mismo de todo ingreso, poniendo en peligro la propia subsistencia del empleado y su familia, con todo lo que ello implica.



Tal disposición compone una regresión respecto del estado de situación y la normativa anterior al decreto, contraria al principio de progresividad consagrado por nuestra Constitución como por los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y por tanto resulta inconstitucional.



Por otra parte no reconoce la normativa la legitimación de los familiares del trabajador en el caso de que este hubiera fallecido en ocasión o por causa del trabajo, lo que implica que la denegatoria de las Comisiones Médicas frustran enteramente el derecho de estos que en los términos de la norma siquiera tendrán ocasión de reclamar.

Por otra parte no puede dejar de apuntarse que el acceso a la Justicia se da por vía de recurso, lo que imposibilita el acceso al conocimiento pleno por parte del Poder correspondiente de la totalidad de las cuestiones suscitadas ni podrá intervenir en cuestiones sobre prueba hasta agotada la inconstitucional travesía por la instancia de la aseguradora y las comisiones médicas luego. No es en vano recordar el adagio que reza que una justicia tardía no es justicia, a lo que esta multiplicación de instancias parece dirigirse.

Finalmente, no existe relación alguna entre las posibilidades que brinda el Cuerpo Médico Forense y la declamada cantidad de acciones judiciales por accidente laboral o enfermedad profesional, no siendo dable que sólo esos profesionales, en sus especialidades, puedan realizar todas las pericias que hubiere. El mecanismo de inscripción para profesionales que dispone la normativa para intervenir y atender todos los casos que requieren tales pericias es idéntico al mecanismo actualmente existente. Así las cosas lo único que podrá conseguir la norma es ralentizar los pleitos debiéndose chequear caso a caso si el cuerpo médico posee capacidad de atención para luego disponer del tal mecanismo cuando en realidad el mismo existe así como existe insuficiencia de profesionales en los cuerpos médicos para dar atención a todos los casos.

ii-  De la improcedente remisión a la Justicias locales.

Por lo demás resulta absolutamente inconstitucional la remisión de todos los accidentes a las jurisdicciones locales.

En el caso de los Docentes Universitarios el vínculo con las ART viene por medio del vínculo que nos liga con las Universidades Nacionales, de las que somos dependientes. En tal orden de cosas, las cuestiones que se susciten con nuestro empleador son materia Federal, que deberá atender la Justicia Nacional o Federal y no el Poder Judicial de las Provincias.

Agrávase lo expuesto para el caso de los docentes que dan clases en Universidades o establecimientos que se encuentran en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a quienes se les remitió a una Justicia que no sólo no tiene jurisdicción por las razones señaladas supra, sino que siquiera tiene competencia en materia laboral.

Esta situación compone una denegación al acceso a la Justicia, por lo que la normativa en cuestión resulta absolutamente inconstitucional.
VI – PRUEBA.
Se solicita se disponga oportunamente la siguiente prueba:
Documental.
Se acompañan copia certificada del certificado de autoridades de la CONADU y de su Estatuto.
Informativa.
Se libren los siguientes oficios:

A la Superintendencia de Riesgos de Trabajo, a fin que informe la cantidad de accidentes denunciados por año durante los últimos 5 años, en particular los ocurridos a trabajadores de Universidades Nacionales, el resultado de tales denuncias y cuántos se han judicializados, dando cuenta además de cuantos han recorrido el mecanismo de la normativa y cuantos se han reclamado directamente ante el Poder Judicial. Informe asimismo cuántas Comisiones Médicas existen actualmente y en qué lugares se encuentran.

A la CSJN a fin que informe cuántos juicios por accidentes de trabajo se han iniciado durante los últimos 5 años, dando cuenta de cuántos se han conciliado y cuantos han tenido sentencia favorable y cuántos sentencia rechazando demanda. Informe, asimismo, cuántos profesionales médicos hay en el Cuerpo Médico Forense, distinguiendo qué cantidad hay de cada especialidad.

A los Tribunales Superiores de cada Provincia a fin que informe cuántos juicios por accidentes de trabajo se han iniciado durante los últimos 5 años, dando cuenta de cuántos se han conciliado y cuantos han tenido sentencia favorable y cuántos sentencia rechazando demanda. Informe, asimismo, cuántos profesionales médicos hay en el Cuerpo Médico Forense, distinguiendo qué cantidad hay de cada especialidad.


VII – MEDIDA CAUTELAR. MEDIDA INTERINA.


Desde ya se solicita que se dicte como medida cautelar se suspendan los efectos del decreto 54/2017 hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo.



De las consideraciones efectuadas supra se desprende la verosimilitud en el derecho que una tal medida requiere y la gravedad institucional referida expone a las claras el peligro en la demora por cuanto de producir efectos el decreto en cuestión se estaría produciendo efectivamente el daño que la medida requerida intenta evitar.



Desde ya se ofrece caución juratoria, teniendo presente que la medida en cuestión afecta a la ciudadanía toda, y especialmente a los sectores más vulnerables que requieren la protección estatal especialmente, lo que incluye desde ya la de jueces imparciales, encontrándose además comprometidos derechos consagrados por la Convención Americana de Derechos Humanos y cuya vulneración importan la propia vulneración a la dignidad de las personas. Por lo demás, la cuestión aquí tratada no importaría daño patrimonial alguno al estado, por lo que carece de mayor sentido requerir otro tipo de cautela, más cuando a partir de la medida requerida se busca preservar fundamentales instituciones de la vida de los argentinos.

Asimismo, se solicita disponga el Sr. Juez el dictado de una medida interina en idénticos términos a la medida cautelar, requiriéndose que la misma se disponga hasta que exista sentencia firme sobre la medida cautelar solicitada, teniéndose presente que permitir que tomen juramento importaría producir el daño que la acción pretende evitar y frustraría, así más no sea parcialmente, los derechos cuya defensa aquí se invocan.


VIII - RESERVA DEL CASO FEDERAL.
Atento que en el improbable supuesto de recaer una resolución contraria a la acción intentada en el presente produciría una grave y evidente afectación a garantías, derechos y principios establecidos y reconocidos en la Constitución Nacional y Tratados Internacionales dejo desde ya planteada la 

reserva del Caso Federal en los términos del art. 14 de la Ley No. 48.
IX - DERECHO.
Fundo mi petición en la normativa que se citara supra, arts. 14 bis, 17, 18 y 75 incs. 19 y 22 99 inc. 3) y 109 de la Constitución Nacional de la Constitución Nacional y el decreto 1.246/2017.
X - PETITORIO:
En virtud de lo expuesto solicito al Sr. Juez que:

a) Se me tenga por presentado y por parte en el carácter invocado y constituido el domicilio;

b) Se dé el correspondiente trámite a la acción interpuesta;

c) Se haga lugar a la medida interina y a la medida cautelar requerida

d) Oportunamente, se dicte sentencia declarando la nulidad del decreto 54/2017 y en subsidio la inconstitucionalidad de su articulado.




SERÁ JUSTICIA.-
